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R-DCA-284-2007

CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA.  División de Contratación Administrativa.  San José, a las ocho horas del once de julio de  dos mil siete.---------------------

Solicitud de adición y/o reconsideración de la resolución de este Despacho No. R-DCA-271-2007 de las nueve horas del tres de julio, que rechazó de plano por incompetencia en razón de la cuantía el recurso de apelación interpuesto por Asociación Centro de Acción Pro Derechos Humanos, en contra del acto de adjudicación de la Licitación Abreviada 2007LA-000007-PROVEE, promovida por el Instituto Mixto de Ayuda Social (IMAS), para contratación de servicios profesionales para el seguimiento y evaluación de las familias beneficiadas del componente avancemos, acto recaído a favor de Fundación Instituto Internacional de Liderazgo en Desarrollo Local,  por un monto de ¢24.800.000.  .---------------------------------------------------

RESULTANDO:

I.- Que en tiempo y forma la Asociación Centro de Acción Pro Derechos Humano presentó gestiones de adición y/o reconsideración de la  resolución No. R-DCA-271-2007 que rechazó de plano en razón de la cuantía el recurso; indicando que: a) la apelante interpuso el recurso basada en flagrante violación del principio de igualdad, b) la Contraloría General rechazó de plano el recurso por falta de competencia en razón de la cuantía, ya que de acuerdo con el presupuesto del Instituto Mixto de Ayuda Social, lo que procedía era el recurso de revocatoria, c) el apelante acepta el error en que incurrieron, sin embargo manifiesta que su voluntad de impugnar fue ejercida en tiempo, d) considera que en virtud del derecho de petición y derecho a la tutela de los derechos constitucionales, lo que procedía era redirigir el recurso hacia la institución competente, haciendo prevalecer el principio de justicia, e) la solución de declarar la incompetencia de la Contraloría General sin ulteriores consecuencias, no aplica cuando lo violado es la Constitución Política, f) agrega,  como defensa del error, que la página electrónica del IMAS no tiene su presupuesto, tampoco el Ministerio de Hacienda y que en la del órgano contralor hay datos pero no de una manera clara. Por  lo dicho solicita se ordene al IMAS a subsanar la violación constitucional con la cual se excluyó su oferta de la licitación y darle el trámite al recurso, subsanando el error formal mediante su recalificación como recurso de revocatoria.-----------------------------------------------------------------------------------------------------

II.- Que la presente resolución se dicta dentro del plazo establecido por ley, habiéndose observado durante su tramitación todas las prescripciones legales y reglamentarias pertinentes.--

CONSIDERANDO:

I.- Sobre la figura de la adición y aclaración. La solicitud de aclaración y adición, prevista por el artículo 169 del Reglamento de Contratación Administrativa  es un mecanismo para que las partes soliciten las aclaraciones y adiciones que permitan una mejor compresión  de las resoluciones que resuelven los recursos de apelación contra los actos de adjudicación. Por medio de estas diligencias sólo se pueden corregir errores materiales, precisar términos del procedimiento, subsanar omisiones o correcciones que presente la resolución, sin que sea posible variar lo resuelto. Es por ello que, la misma jurisprudencia de la Sala Constitucional ha señalado para estos casos que el juez no tiene poder de enmienda o rectificación, sino exclusivamente de ampliación o aclaración las cuales no pueden variar lo sustancial de la resolución, en la medida que admitir lo contrario, implicaría que el juez pueda variar reiteradamente las conclusiones de un litigio (véase en ese sentido el Voto 32-95 de la Sala Constitucional citado en nuestra resolución R-DAGJ-005-2000 de las once horas  del tres de enero de dos mil). Así entonces, ha sido el mismo Tribunal Constitucional quien ha delimitado los alcances de este recurso de adición y aclaración, indicando entre otros en el Voto No. 485-94 de las dieciséis horas del veinticinco de enero de mil novecientos noventa y cuatro que “...Habiendo comentado los presupuestos en que opera la institución jurídica procesal de la ‘adición y aclaración’, se concluye que la supuesta restricción establecida en la norma impugnada obedece a la naturaleza de la institución misma, ya que una extensión en los parámetros legales establecidos conllevaría a la desnaturalización de la gestión.  Sin embargo, no obstante lo anterior, puede decirse que tal limitación no es tan rigurosa, en el sentido de que cabe la adición o aclaración aún respecto de la parte considerativa, siempre y cuando las premisas desarrolladas por el juez no sean lo suficientemente claras para entender las conclusiones en la parte resolutiva de la sentencia, y en la medida en que estas premisas puedan incidir en la parte considerativa, y asimismo, no conlleven un cambio en la resolución de la autoridad judicial en el caso concreto, dado que el juez no puede variar de criterio y por ende de conclusiones en el mismo litigio sometido a su conocimiento, por lesionar el principio de seguridad y certeza jurídica, además del principio de justicia pronta y cumplida...”. En el presente caso, los presupuestos de adición y aclaración señalados en el ordenamiento no se constituyen, ya que la apelante lo que pretende con esta solicitud es que este órgano contralor al rechazar su recurso por carecer de competencia en razón de la cuantía, lo  remita a la autoridad que correspondía. En ese sentido, se observa que no se pide corregir errores, precisar términos, subsanar omisiones, aspectos regulados por el ordenamiento jurídico. Por el contrario, la apelante hace hincapié en que su voluntad de  recurrir se dio en tiempo, y que el error de interponer el recurso ante la Contraloría General se basó en que desconocían el presupuesto de la Administración licitante. Sin embargo, olvida la apelante que de conformidad con el ordenamiento jurídico, particularmente lo dispuesto en el numeral 165 del Reglamento de Contratación Administrativa, el recurso debe presentarse en el lugar y dentro de los plazos previstos por la Ley de Contratación Administrativa. En ese orden de ideas, al ser el recurso de revocatoria y el de apelación  excluyentes entre sí, es obligación del apelante, previo a interponer su reclamo, determinar ante  qué instancia lo debe hacer. En este caso, por el monto del acto de adjudicación, así como por el presupuesto de adquisición de bienes y servicios no personales del IMAS, el recurso debía presentarse ante la propia Administración, por lo que la Asociación debía procurar efectuar dicha diligencia ante tal instituto en el tiempo señalado por el ordenamiento jurídico. El hecho que se haya presentado en tiempo ante este órgano contralor, no da pie para concluir que el derecho de recurrir fue presentado en tiempo y por lo tanto era deber de la Contraloría General remitirlo a la autoridad competente. Ello no es cierto, ya que, el  error no sólo no crea derecho, ni tampoco una obligación procedimental a este órgano contralor para que redireccione el recurso a quien debía conocerlo. Cuando se interpone un recurso de apelación ante esta Contraloría General, este Despacho cuenta con 10 días hábiles para determinar si es competente para conocerlo o no. En caso que no proceda su estudio, por ejemplo en razón de la cuantía, de conformidad con el ordenamiento jurídico, el único deber de este órgano como jerarca impropio es su rechazo de plano. Bajo esa tesitura la petición del apelante no lleva razón de ser. Finalmente, se debe indicar que el hecho que  el apelante no haya tenido claro el presupuesto de la entidad licitante es un aspecto de su exclusiva responsabilidad, por lo que no es un motivo más por el cual este órgano debe proceder a remitir el recurso a quien correspondía. En consecuencia dado que no se está en presencia de una adición tal y como lo establece  el ordenamiento jurídico y que la figura de la reconsideración no se encuentra regulada, procede rechazar de plano por improcedente la solicitud de adición y/o reconsideración del recurso.----------------------------------------------------------------------------------

POR  TANTO:

De conformidad con lo expuesto y lo dispuesto en los artículos 182, 183 y 184 de la Constitución Política, 157 de la Ley General de la Administración Pública, 4, 84 y siguientes de la Ley de Contratación Administrativa y 164, 165, 169, 174, 175, 176,178, 179, 185 y 186 del Reglamento General de Contratación Administrativa, SE RESUELVE: Rechazar de plano por improcedente la  solicitud de adición y/o reconsideración de la resolución de este Despacho No. R-DCA-271-2007 de las nueve horas del tres de julio, que rechazó de plano por falta de competencia en razón de la cuantía el recurso de apelación interpuesto por la Asociación Centro de Acción Pro Derechos Humanos, en contra del acto de adjudicación de la Licitación Abreviada 2007LA-000007-PROVEE, promovida por el Instituto Mixto de Ayuda Social (IMAS), para contratación de servicios profesionales para el seguimiento y evaluación de las familias beneficiadas del componente avancemos, acto recaído a favor de Fundación Instituto Internacional de Liderazgo en Desarrollo Local,  por un monto de ¢24.800.000.---------
NOTIFIQUESE.---------------------------------------------------------------------------------------------- 

 

 

Lic. Carlos Andrés Arguedas Vargas

Gerente de División

 

 

 

 

 

 

Lic. Marco Vinicio Alvarado Quesada                                   Lic. German Brenes Roselló 

Gerente Asociado                                                     Gerente Asociado
 

 

 

 

LGB:mst 

Estudio y redacción: Lucía Gólcher Beirute

NN:  7537 (DCA-2327)

Ni:  13268

G: 2007003082-2

